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	2 de mayo de 1972
	Sesión número
	15

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ORLANDO RECIO CASTRO

	Recurrido: MINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que, sin razón justificada, le fue prohibida la circulación de sus lanchas - que hacen el servicio marítimo remunerado en la rada de la bahía en la Zona Primaria de Puerto Limón – si no es con la debida supervisión por la autoridad Portuaria (Japdeva), quedando el servicio de Visita Oficial y de rutina a los barcos surtos en Bahía, bajo control absoluto de la entidad. Alega violación de su libertad de trabajo, ya que no podrán sus lanchas salir a trabajar hasta tanto no se llenen requisitos que nunca antes han existido.  

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que por Ley # 4786 de 5 de julio de 1971, el control de cabotaje fue traspasado del Ministerio de Seguridad Pública al de Obras Públicas y Transportes, el cual no ha extendido permiso de navegación para transporte remunerado de personas – cabotaje – a la empresa de la que se dice dueño el recurrente. Que, como una medida general, se llegó a la determinación de establecer un control estricto dentro de la zona primaria marítima, a fin de terminar con el tráfico ilegal. Que el recurrente debe obtener la autorización correspondiente del Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, para operar en el transporte remunerado de personas.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La disposición tomada por los funcionarios respectivos de que la circulación de cualquier lancha dentro de la zona llamada primaria debe ser previamente supervisada y autorizada por las autoridades respectivas (JAPDEVA) está expresamente estatuido en los artículos 11 y 15 de la Ley de Servicio de Cabotaje #2220 de 20 de junio de 1958. No puede en consecuencia estimase arbitraria o restrictiva de la libertad de trabajo la disposición contra la cual se recurre.


N° 15
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día dos de mayo de mil novecientos setenta y dos, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Coto, Jacobo, Retana, Vallejo, Blanco, Cervantes, Bejarano, Odio, Valverde, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides.
Artículo VI
Se entró a conocer del recurso de Amparo planteado por el señor Orlando Recio Castro, en el cual manifiesta: “Hace varios años que he venido operando, con la venia de la Capitanía de este Puerto y la Administración de Aduanas de este Puerto, posteriormente “Japdeva” tres lanchas pequeñas, llamadas “La Katty” “Francisco José” y “La Milli” haciendo el servicio marítimo en la rada de esta bahía.

Naturalmente que para ese servicio que me es remunerado he tenido que hacer fuertes inversiones para que esas embarcaciones estén aptas para ese trabajo.


Nunca, a través de los años, se me ha hecho ninguna prevención, ya que ese servicio ha sido necesario e indispensable.-  Es decir que esta situación se ha consolidado a través de los años, y la costumbre hace ley.-


La verdad es que sin razón justificada, he recibido el oficio que paso a transcribir: “Ministerio de Seguridad Pública, República de Costa Rica. Oficio N° 0033272. CPL.- Limón, 10 de febrero de 1972. Sr. Orlando Recio C. – Ciudad. Muy estimado Sr.: en reunión sostenida y para ello contando con la presencia del señor Ministro de Seguridad Pública, don Fernando Valverde Vega, don Hernán Garrón S. Gerente de Japdeva y don Luciano Beeche, Director de la misma, en base a los últimos acontecimientos y a sugerencia del Sr. Gerente de Japdeva.-  Esta Capitanía en acato de órdenes superiores prohíbe desde este momento la circulación de cualquier lancha en la Zona Primaria que no sea supervisada por la autoridad Portuaria (Japdeva).  Por lo tanto el servicio de Visita Oficial y de rutina a los barcos surtos en Bahía, quedarán bajo control absoluto de la entidad antes mencionada a partir de esta fecha.-  Se toma lo anterior con base en las capacidades que la Ley de Cabotaje del Ministerio de Seguridad Pública me otorga a saber de la Ley 2220 del 20 de junio de 1950, adicionada a la Ley #9993 de 15 de junio de 1962.-  De usted Atto. Y SS. (f) Renato Gamboa Vega. Capitán de Puerto.- cc. Sr. Ministro de Seguridad Pública.- cc: Sr. Gerente de Japdeva. Cc: Sr. Coronel Oficial Mayor de Seguridad Pública.- cc: archivo.- cc: RGV: cechm.

Como verá el señor Juez, se me restringe mi libertad de trabajo, ya que se me quiere supeditar el “Control absoluto de Japdeva”.  Es decir que mi trabajo quedaría bajo la tutela de la “Japdeva”.  No podrían mis lanchas salir a trabajar hasta tanto no se llenen requisitos que nunca antes han existido.  Eso representaría serios atrasos, en la Visitas Oficiales de recibo de los Barcos y traslados de marinos y trabajadores en los barcos surtos en la Bahía.- 


Como no existe ninguna razón legal para que se me restrinja mi libertad de trabajo, ya que lesiona derechos adquiridos por el transcurso del tiempo servido.- Esto lo consagra la Constitución Política.


Por todo lo expuesto, y artículo 8 del Código de Trabajo, 34, 41 y 56 de la Constitución Política, 2 y 4 y siguientes de la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950 formulo recurso de amparo contra el señor Renato Gamboa Vega, quien es mayor, casado, empleado Público, de este domicilio, en su condición de Capitán de Puerto de aquí, a efecto de que se me mantenga en los derechos de trabajo adquiridos , y se condene al pago de los daños y perjuicios y ambas costas de este recurso.-  Pido que si es del caso este recurso se amplíe contra las personas que pudieran estar implicadas en esa restricción de trabajo que acuso.-


COMO PRUEBA OFREZCO LA SIGUIENTE:

1) El oficio N° 0033272. CPL. de 10 de febrero en curso que acompaño.
2) Que se solicite informe a la Capitanía de este Puerto, cuantas lanchas, sus nombres que tengo en servicio en la rada de este Puerto, así como que he venido prestando ese servicio hace varios años, y en qué consisten estos.

3) Que los señores Guillermo Hernández Cordero, de Cor-Mar, Basilio Lewis Thomas, de Agencias Marítimas y Marvin Johnson, cuyo segundo apellido ignoro, de Remarsa, todos mayores de este vecindario, declaren;


a) Como es realmente cierto y les consta que hace años les he venido sirviendo en el servicio de Lanchas de la Bahía de este Puerto, a los barcos que llegan consignados a esas empresas, servicio que les ha sido a satisfacción.-
b) Como es verdad que esos servicios han sido tanto de día como de noche, es decir a la hora que sea necesario para  el traslado de marinos y trabajadores a esos barcos,  y nunca ha habido restricción de trabajo en esos servicios.


Quiero aclarar que las tres lanchas indicadas en este recurso, están inscritas en la Capitanía de este Puerto a nombre de mi señora esposa Ivet Salas Araya, y yo como su esposo y por disponerlo así ella, yo soy la persona encargada en los trabajos de esas lanchas, que contrata los servicios y los cobra, como si fueran de mi propiedad.”


Solicitado informe al señor Ministro de Seguridad Pública, contra quien se dirige el recurso, éste lo contesta en los siguientes términos: “El señor Recio Castro, ha venido operando – aún  a la fecha – un servicio de transporte con pequeñas embarcaciones en el puerto de Limón.-  Este servicio ha consistido en transportar marinos de los barcos a tierra y viceversa, a la vez que es usado por autoridades portuarias en funciones propias de su cargo.-

ANTECEDENTES.


El señor Recio Castro, conjuntamente con don Renato Gamboa Vega, estableció una empresa denominada “Sociedad de Transportes Marítimos del Caribe Limitada”, a fin de operar una línea de cabotaje en el litoral del Atlántico.- En efecto, por resolución número sesenta y cuatro de diez horas del veintitrés de abril de mil novecientos sesenta y seis, el Gobierno de la República concedió un derecho de línea a la mencionada sociedad, a fin de que prestara servicios de cabotaje ajustados a las prescripciones de la ley número 2220 de 20 de junio de 1958.-


No obstante, por resolución número uno-sesenta y nueve de ocho horas del catorce de marzo de mil novecientos sesenta y nueve, publicada en Gaceta número 122 de 30 de mayo de 1969, el Ministerio de Seguridad Pública, que a esa fecha ejercía el control de las líneas de cabotaje de la República, canceló el derecho de explotación de línea a la Sociedad de Transportes  Marítimos del Caribe, a causa, entre otras, del servicio deficiente que venía prestando.  Sin embargo, las pequeñas embarcaciones continuaron efectuando sus viajes de rutina.

Por Ley número 4786 de 5 de julio de 1971, el control de cabotaje fue traspasado del Ministerio de Seguridad Pública al de Obras Públicas y Transportes, cartera que a la fecha tiene a su cargo todo lo relacionado con ese servicio en ambos litorales, y la cual no ha extendido permiso de navegación para transporte remunerado de personas – cabotaje – a la empresa de la que se dice dueño el señor Recio Castro.
I.

El señor Orlando Recio Castro, en memorial presentando ante las autoridades Judiciales en Limón, interpone recurso de amparo contra el Capitán de Puerto de esa provincia, señor don Renato Gamboa V., en virtud de resolución tomada por el mencionado funcionario, en acato de órdenes superiores, a efecto de que la circulación de cualquier lancha dentro de la zona llamada primaria de ese puerto del Caribe, deberá ser previamente supervisada, autorizada por las autoridades portuarios de la JAPDEVA.- Adelante, hará mención de las causas que motivaron esta medida que, lejos de lesionar ningún derecho constitucional, cumple a cambio con la obligación de las autoridades de ejercer vigilancia para evitar que se cometan actos contarios a la ley, como en realidad ocurrió con anterioridad a esta vigilancia.-  Nadie puede pretender que sus derechos constitucionales le autoricen a prestar un servicio sin control alguno, y con menosprecio de las leyes de cabotaje y concordantes, como se verá más adelante.-

El señor Recio Castro, al interponer el presente recurso, manifiesta en folio tres de autos que “las tres lanchas indicadas en este recurso, están inscritas en la Capitanía de este Puerto a nombre de mi señora esposa, Ivet Salas Araya, y yo como su esposo y por disponerlo así ella, soy la persona encargada en los trabajos de esas lanchas, que contrata los servicios y los cobra, como si fueran de mi propiedad.”


Las anteriores manifestaciones, ponen en evidencia que las lanchas que han provocado el recurso de autos, no son propiedad del señor Recio Castro, sino que su legítima dueña lo es la señora Ivet Salas Araya, de donde se tiene que de conformidad con el artículo 5 de la Ley de Amparo, debió haber sido doña Ivet la recurrente, y no su esposo quien de acuerdo con sus propias aseveraciones, es un simple administrador de la empresa de su esposa.-  Pero por el contrario, el señor Recio presenta este recurso en nombre propio y no como representante de su cónyuge, quien es la única con personería para hacerlo.  En el evento de que hubiera recurrido el señor Recio en nombre de su esposa – que no lo hizo – y no en el suyo propio, debió entonces haber demostrado la imposibilidad de hecho o de derecho de aquella para accionar personalmente.-

Por lo anterior, solicito muy respetuosamente a los señores Magistrados que se sirvan ordenar al Departamento de Migración, que certifique si doña Ivet Salas Araya se encuentra actualmente en el país, o bien, si se encontraba a la fecha de la presentación del recurso interpuesto por el señor Recio Castro, dentro del territorio nacional.  Se tendrá en esta forma por probado que la señora Salas Araya sí se encontraba y se encuentra a la fecha, en la ciudad de Limón.


Si no fuera procedente al ilustrado criterio de los señores Magistrados el ordenar la prueba ofrecida, paso ahora sobre el fondo del asunto.

II.

A raíz de unas operaciones irregulares que se venían efectuando por medio de pequeñas lanchas, como las del señor Recio, entre los barcos fondeados en el Puerto de Limón, y después de reunido el suscrito con las estimables personas que menciona el señor Capitán de Puerto en su oficio número 0033272 de 10 de febrero último (folio uno de autos), se llegó a la determinación que para ejercer una vigilancia más adecuada a las circunstancias, debería establecerse un control estricto dentro de la zona primaria marítima, a fin de terminar con ese tráfico ilegal que incluso motivó que en la Alcandía Segunda de Limón, se ventilara un asunto por tráfico ilegal entre barcos fondados en ese puerto del Caribe, y del cual fue parte principal el señor Recio Castro.-

Además, la disposición tomada de ejercer un control más estricto en bahía, no fue únicamente para vigilar al señor Recio.-  Fue una medida general, para todas las lanchas que circulen dentro de las aguas primarias.-  Fue una medida comprensiva, no limitativa, la cual ha sido aceptada de buen grado por todos quienes transitan esas aguas, a excepción del señor Recio.-


Nunca ha existido orden alguna, ni de parte mía ni de ninguna otra autoridad, para que se impida el tránsito libre de lanchas de doña Ivet Salas Araya por las aguas primarias ni por lado alguno.-  Sin embargo ello no significa que pueda hacerlo sin obtener la autorización correspondiente del Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, para operar en el transporte remunerado de personas, con menoscabo a la ley número 2220 supra citada, de cabotaje.-


Se tomó tan sólo una medida de seguridad para proteger intereses fiscales y la mercadería que transportan los barcos fondeados en bahía.-  El mismo señor Recio puede algún día resultar perjudicado en sus lanchas si no se ejerce este control toda vez que cuando estas permanecen fondeadas pueden ser saqueadas por gentes inescrupulosas.-


Los preceptos constitucionales que invoca el señor Recio, consagran la inviolabilidad de la propiedad privada, y es a las autoridades a quienes corresponde el tomar las medidas de prevención, a efecto de que la propiedad de cada uno de los ciudadanos no sufra mengua.-
III.

Dice el recurrente que se estima perjudicado porque se le restringe la libertad de trabajo.-  El señor Administrador de Puertos, en certificación de 25 de febrero de 1972, dice: “Guillermo Cavallini Alvarado, Administración Portuaria de Limón, certifica que, la lancha que es usada para efectuar las visitas oficiales y movilización de tripulación de los barcos surtos en bahía, propiedad del señor Orlando Recio se encuentra operando normalmente”.

Lo anterior, visible al folio ocho, pone en evidencia que el señor Recio nunca se le ha impedido el libre tránsito de esas lanchas.-  Al contrario, más bien son usadas por autoridades portuarias para las visitas oficiales a los barcos fondeados que esperan la visita de los oficiales, de conformidad con la usanza marina convenida universalmente.-


Por otra parte, el señor Alcalde Primero de Limón, Juez Penal por ministerio de ley en el mes de febrero, practicó una inspección ocular dentro de la zona primaria de aquel puerto, concretamente en los muelles, y pudo constatar que dos de las lanchas que alega el señor Recio que ahora no pueden operar a consecuencia de la medida preventiva de control, se encuentran en pésimas condiciones y su estado no les permite navegar.


Fue informado el señor Alcalde por parte de empleados del recurrente, señor Recio, que la nave “Katti” se encuentra en reparación, por lo que no puede navegar; otra lancha, la “Milli” si está operando normalmente y el rol de salidas así lo confirma, ya que el señor Alcalde en su inspección ocular pudo constatar que en ocho días, la mencionada lancha “Milli” había efectuado sesenta viajes (60), lo cual viene a demostrar que no ha habido restricción alguna por parte de las autoridades, ni en su trabajo ni en su libre tránsito.- La tercera nave, de nombre “Francisco José” se encuentra montada en soportes en una explanada de tierra, con el fondo cubierto de roturas, lo cual la imposibilidad para flotar.-


Todo esto lo pudo apreciar el señor Alcalde en su inspección ocular, verificada el veinticinco de febrero de mil novecientos setenta y dos, de donde forzosamente ha de concluirse que en ningún momento han sido violados sus derechos constitucionales, por las autoridades portuarios ni por el suscrito, sino que sus embarcaciones se encuentran en estado lamentable, de lo cual no puede culparse ni a las autoridades de la Administración de Puerto, ni al Capitán de Puerto, ni al suscrito.-  La única lancha que puede flotar de las tres que cita el señor Recio en su recurso, efectuó, como ha quedado dicho, sesenta viajes en el término perentorio de ocho días.  Tanto es así, que el señor Alcalde, en función de Juez Penal, declaró sin lugar el recurso y además, aplicó al recurrente las sanciones establecidas en el artículo 19 de la Ley de Amparo, para quienes presentan recursos en forma maliciosa, en perjuicio del régimen de justicia.-

IV.

El señor Recio Castro, al establecer su recurso, manifiesta que el servicio que presta es remunerado y que, nunca, al través de los años, se le ha hecho ninguna prevención.-


Al señor Recio Castro le fue cancelada una línea de cabotaje, la cual operaba entre el puerto y los barcos, al igual que ahora, entre otras causas, por el mal servicio que prestaba.-

Consecuentemente, al serle cancelado su permiso para operar sus lanchas entre el muelle y los barcos surtos en bahía y seguir operando el servicio, lo ha venido haciendo en forma ilegal, contraviniendo las disposiciones de la ley número 2220 de 20 de junio de 1958 y su Reglamento.


Dicha Ley, que regula los servicios de cabotaje de la República, señala en su artículo 4) que ejercen el servicio de cabotaje todas aquellas embarcaciones debidamente autorizadas que se dediquen al transporte remunerado de personas.-  Luego en su artículo 5), prescribe que para la legal explotación de un servicio de cabotaje, es “indispensable obtener una concesión de derecho de línea del Poder Ejecutivo”, lo cual es lógico, y que parece no querer entender el recurrente, quien considera que al establecerse disposiciones de control y de orden, en leyes y reglamentos, se restringen la libertad de trabajo y se coartan los derechos constitucionales.-


La misma ley número 2220, en su artículo once prevé que “no podrá explotarse un derecho de línea, sin que previamente autorice su funcionamiento el Ministerio de Seguridad Pública, y luego, in fine, dispone que “La Capitanía de Puerto o la Sub Inspección de Hacienda en su caso, no permitirá el zarpe de ninguna embarcación sin exigir la autorización dicha”.-

 
De tal forma que si la ley prevé medidas de orden para la explotación de un derecho de línea – legalmente concedido – las cuales deben ser acatadas por los concesionarios a fin de no exponerse a una eventual cancelación de su concesión, los funcionarios encargados del control portuario, deben adoptar las medidas necesarias a fin de que en su jurisdicción no se den situaciones irregulares como las que lamentablemente se estaban operando en Limón.-


La medida adoptada, es un acto discrecional, asumido por las autoridades que tiene injerencia en el control de los puertos, a fin de evitar que se siguieran repitiendo situaciones en perjuicio del fisco y de la propiedad privada, como las que debió conocer el señor Alcalde de Limón.-


Se trató únicamente de ejercer control en la zona primaria, nunca de impedir de libre tránsito de embarcaciones.-  La Constitución consagra la libertad de los costarricenses de movilizarse dentro y fuera del territorio nacional, pero ello no implica que ese tránsito no se reglamente y se encuadre dentro de normas de control para protección de la sociedad.-

Puede cualquier costarricense emigrar o inmigrar libremente, pero para ello debe previamente proveerse de un documento de viaje, sin el cual no le es permitido salir ni tampoco ingresar al país extranjero.-  Y con esto no se viola la Constitución.  Puede cualquier costarricense apto, conducir vehículos automotores, e ir con su auto a donde le plazca.-  Pero debe someterse a los reglamentaciones de tránsito y circular por las vías previamente demarcadas en la organización del tráfico.-  Y debe proveerse de una licencia para conducir ya que sin esta autorización no le es permitido guiar.-  Y con esto no se viola la Constitución.  Garantiza también la Carta Magna la libertad de comercio.-  Sin embargo quienes se dedican a la explotación de líneas de buses interurbanos, deben obtener previamente una concesión, por medio de los organismos correspondientes.-  Y las unidades de las empresas de transporte remunerado de personas, son sometidas a minuciosa revisión periódicamente.-  Y con esto no se viola la Constitución.


Toda sociedad necesita normas y leyes para poder subsistir, en este caso concreto, la libertad de trabajo y el derecho que tiene el señor Recio, al igual que todo costarricense, de trasladarse libremente de un lugar a otro, no ha sido violentado.-  Se reglamentó únicamente la circulación de toda lancha por la zona primaria de Puerto Limón.-  Y con esto no se viola la Constitución.-


Solicito con respeto, que se ordene certificación a la Dirección de Obras Portuarias del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, sobre la resolución número 001-69 de 8 horas del 14 de marzo de 1969, en la que se dispone la cancelación de la línea de cabotaje, que operaba la “Sociedad de Transportes Marítimos del Caribe Ltda.”, propiedad del señor Orlando Recio Castro.-  Igualmente se deberá certificar por el citado Departamento, si a la fecha le ha sido concedido permiso al señor Recio, para operar servicio de transporte remunerado de personas en Puerto Limón.-


Una vez que se viertan las pruebas ofrecidas, tendrán los señores Magistrados una visión completa de las actuaciones apegadas a la ley del suscrito y del señor Capitán de Puerto de Limón, y en la seguridad de que no hallarán violación alguna a la Constitución de nuestra parte, pido con respeto declarar sin lugar este recurso por improcedente e infundado”.-


Previa la deliberación correspondiente, se acordó declarar sin lugar, con base en las siguientes consideraciones:

I.- La objeción que hace el señor Ministro de Seguridad Pública de la personería del recurrente para establecer este recurso es improcedente, pues el quejoso lo hace en nombre propio, alegando que se le está restringiendo la libertad de trabajo que realiza desde hace varios años, aunque advirtiendo que las lanchas que opera pertenecen a su señora esposa.
II.- HECHOS PROBADOS. – Para la decisión del recurso se tienen por demostrados los siguientes: a) Que el recurrente Orlando Recio Castro ha venido desde hace varios años operando en la rada de puerto Limón tres embarcaciones pequeñas, llamadas la “Katty”, “Francisco José” y la “Mili”, haciendo servicio marítimo entre los muelles y los barcos anclados en la bahía.-  (Oficio de folio 1, libelo del recurrente de folios 2 y 3, en parte certificación de folio 8, inspección ocular de folio 9 y 10, contestación de recurso de folio 19 a 20).- b) Con fecha diez de febrero último el recurrente recibió el oficio visible al folio uno en el cual se le comunicaba que el servicio de visita oficial y de barcos anclados en la bahía quedarán bajo control absoluto de la Junta Administrativa Portuaria de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA). (Véase oficio de folio 1).- c) Tal comunicación la envió el señor Renato Gamboa Vega, Capitán de Puerto con instrucciones del señor Ministro de Seguridad Pública don Fernando Valverde Vega, decisión que tomó este después de haber cambiado impresiones al respecto con don Hernán Garrón Salazar Gerente de JAPDEVA y don Luciano Beeche, Director de esta Institución. (Piezas citadas).- ch) Que las lanchas que prestan tal servicio de cabotaje son propiedad de la señora Ivet Salas Araya, esposa del recurrente. (Libelo de folio 2 y 3).- d) Que mediante inspección ocular verificada por el señor Alcalde Primero de Limón, Juez por Ministerio de Ley, se constató que las naves donde trabaja el recurrente siguen prestando los servicios en forma ininterrumpida. (Acta de inspección ocular de folio 9 y 10 y constancia de folio 8).-
III.- No se ha prohibido al quejoso realizar el trabajo que ejecuta en lanchas inscritas en el Departamento respectivo a nombre de su señora esposa, trabajo que ha continuado realizando según consta de la certificación expedida por el Administrador de Puerto (folio 8).-  Lo que se acordó en reunión conjunta celebrada por el señor Ministro de Seguridad Pública con las autoridades que tienen bajo su responsabilidad el control de los puertos, a fin de tratar de evitar la comisión de delitos contra la propiedad y el Fisco que frecuentemente se cometen en los barcos que llegan a Puerto Limón, fue disponer de acuerdo con las facultades legales respectivas, que la circulación de cualquier lancha, y no sólo en las que trabaja el recurrente, dentro de la zona primaria, debía ser previamente supervisada por dichas autoridades.-
IV.- El señor Recio Castro manifiesta que la disposición antes referida restringe su libertad de trabajo, y es violatoria de los principios estipulados en los artículos 34, 41 y 56 de la Constitución Política.-  La violación que se alega del artículo 34 es inexistente, ya que no se le está dando efecto retroactivo a ninguna ley en perjuicio del recurrente.- Tampoco existe la del artículo 41, por cuanto no se le ha impedido recurrir a los tribunales solicitando reparación de los derechos en que se siente perjudicado.

V.- El someter el servicio de cabotaje que realiza el señor Recio a las reglamentaciones respectivas en resguardo de intereses de orden público, no constituye restricción a la libertad de trabajo, pues no se le ha impedido continuar desempeñando dichas labores, según consta en autos.-  Como lo tiene establecido esta Corte en pronunciamientos anteriores, “por la notoria interrelación que implica el hecho de la vida social del individuo en constante pugna frente a los intereses públicos, es obvio que exista un gran número de actividades que en principio se pueden ejercitar, pero supeditadas a la correspondiente reglamentación, que en uso de sus facultades deciden y autoricen los respectivos organismos o funcionarios públicos dentro del ámbito de sus propias atribuciones.-  Si no fuere de tal manera así, nos encontraríamos a la postre que actividades lícitas y permisibles en principio, degenerarían tornándose en inconvenientes en incluso perniciosas para los fines y desenvolvimiento de los complejos intereses sociales que necesariamente hay que amparar y en definitiva son lo que privan”. (Ver entre otras sesiones de Corte Plena de 16 de agosto de 1960 y de 13 de noviembre de 1961).-  En el caso que nos ocupa, la disposición tomada por los funcionarios respectivos de que la circulación de cualquier lancha dentro de la zona llamada primaria debe ser previamente supervisada y autorizada por las autoridades respectivas (JAPDEVA) está expresamente estatuido en los artículos 11 y 15 de la Ley de Servicio de Cabotaje #220 de 20 de junio de 1958, y es probable que el propósito del legislador fue de evitar que se cometan hechos delictuosos.-  No puede en consecuencia estimase arbitrara o restrictiva de la libertad de trabajo la disposición contra la cual se recurre.
